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RECURSO DE RECLAMACIÓN 283/2019
EN EL AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN **********
RECURRENTES: ISRAEL JERÓNIMO LÓPEZ Y OTRA.
VISTO BUENO

SR. MINISTRO

MINISTRO PONENTE: JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO
SECRETARIO: ALEJANDRO CASTAÑÓN RAMÍREZ

Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al diecinueve de junio de dos mil diecinueve.

V I S T O S; para resolver los autos del recurso de reclamación 283/2019, interpuesto por Israel Jerónimo López y Claudia María Ramírez Corte Sánchez, por su propio derecho, en contra el acuerdo de Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación de quince de enero de dos mil diecinueve, dictado en el amparo directo en revisión **********; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Trámite y resolución del juicio de amparo. Por escrito recibido el diez de septiembre de dos mil dieciocho ante la Oficialía de Partes Común Civil, Cuantía Menor, Oralidad, Familiar y Sección Salas del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, Israel Jerónimo López y Claudia María Ramírez Corte Sánchez demandaron el amparo y protección de la Justicia de la Unión, señalando como autoridad responsable y acto reclamado los siguientes:
· Autoridad responsable: Tercera Sala de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. 
· Acto reclamado: La resolución del recurso de apelación **********, de dieciséis de agosto de dos mil dieciocho, por medio de la cual se confirmó la sentencia definitiva del juicio de nulidad de juicio concluido por proceso fraudulento y simulado por colusión de litigantes, emitida el veintisiete de abril de dos mil dieciocho por el Juez Décimo Noveno de lo Civil de la Ciudad de México en el expediente **********. 
Por razón de turno, tocó conocer de la demanda de amparo al Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el cual, mediante auto de ocho de octubre de dos mil dieciocho, la admitió a trámite bajo el número **********.
Una vez sustanciado el juicio, dicho órgano colegiado, en sesión de veintitrés de noviembre de dos mil dieciocho, negó la protección constitucional solicitada.
SEGUNDO. Trámite del recurso de revisión. Inconformes con dicha resolución, Israel Jerónimo López y Claudia María Ramírez Corte Sánchez, por su propio derecho, interpusieron recurso de revisión, el cual fue recibido el cuatro de enero de dos mil diecinueve en la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito, y posteriormente enviado al Alto Tribunal.

Mediante auto de quince de enero de dos mil diecinueve, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó desechar el recurso de revisión intentado
, ya que del análisis de las constancias de autos se advirtió que no se cumplen los  requisitos que establecen los artículos 10, fracción III y 21 fracción III, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
TERCERO. Trámite del recurso de reclamación. En desacuerdo con la anterior determinación, mediante escrito presentado en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el uno de febrero de dos mil diecinueve, Israel Jerónimo López y Claudia María Ramírez Corte Sánchez, por su propio derecho, interpusieron el presente recurso de reclamación.
Mediante proveído de ocho de febrero de dos mil diecinueve, el Presidente de esta Suprema Corte, con reserva de los motivos de improcedencia que pudieran existir, tuvo por interpuesto el recurso de reclamación, ordenó turnar el asunto al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo y el envío de los autos a la Primera Sala de este Alto Tribunal.

Una vez recibidos los autos del presente asunto, en proveído de ocho de marzo de dos mil diecinueve, el Ministro Presidente de la Primera Sala determinó su avocamiento y ordenó la devolución de los autos al Ministro ponente para la elaboración del proyecto correspondiente.

C O N S I D E R A N D O: 
PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer y resolver el presente recurso de reclamación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 104 de la Ley de Amparo vigente; 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en el punto tercero del Acuerdo General 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, en virtud de que se interpone en contra de un acuerdo de trámite dictado por el Presidente de este Alto Tribunal.

SEGUNDO. Legitimación. Los recurrentes se encuentran legitimados para interponer el presente recurso, toda vez que tienen el carácter de quejosos en el juicio de amparo y fueron quienes presentaron el recurso de revisión del que deriva el presente medio de impugnación.
TERCERO. Oportunidad. El presente recurso de reclamación fue interpuesto oportunamente, conforme a lo dispuesto en el artículo 104, párrafo segundo, de la Ley de Amparo aplicable, en atención a lo siguiente:

a) El acuerdo reclamado se notificó personalmente al autorizado de la parte quejosa, el veintiocho de enero de dos mil diecinueve.

b) La notificación surtió efectos el día hábil siguiente, esto fue el veintinueve de enero de dos mil diecinueve.
c) El plazo de tres días para impugnar el proveído recurrido, previsto en el segundo párrafo del artículo 104 de la Ley de Amparo aplicable, transcurrió del treinta de enero al uno de febrero de dos mil diecinueve, acorde con lo establecido en el artículo 19 de la Ley de Amparo.
d) El escrito de agravios se recibió en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el uno de febrero de dos mil diecinueve
; consecuentemente su presentación es oportuna.

CUARTO. Agravios. Los recurrentes expusieron en su escrito de reclamación las siguientes consideraciones:
· El fraude procesal en las hipótesis previstas en el Código Penal para la Ciudad de México genera verdaderos concursos de delitos; ahora bien, es de interés en un estado de derecho prevenir y sancionar las conductas antisociales, dolosas, arbitrarias, ventajosas y criminales, de ahí que cuando tales conductas trascienden al ámbito de la procuración e impartición de justicia su importancia es mayor.

· Es por lo anterior, que el acuerdo de desechamiento es ilegal, ya que se pretende ignorar y evadir que los quejosos se han quejado en infinidad de ocasiones de la indebida conducta procesal de los Magistrados del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al de manera consciente pero dolosa, abstenerse de hacer un verdadero y profundo pronunciamiento legal respecto del fraude procesal que llevaron a cabo **********, coludido con el abogado **********, en el juicio especial hipotecario **********.

· Fue incorrecto que se determinara que los recurrentes no habían formulado planteamientos de constitucionalidad, pues por tratarse de las víctimas de los delitos era evidente que tenían interés jurídico para promover el amparo en contra de las resoluciones que confirman la negativa a reconocer la conducta procesal como la desplegada; en justicia y equidad se tenía que reconocer la existencia del delito y no minimizar todos y cada uno de los argumentos de los quejosos al respecto de las cuestiones de inconstitucionalidad.

· La importancia y trascendencia que reviste el asunto en atención al control difuso, principio pro actione y pro homine no sólo se genera para subsanar los defectos procesales y de conservación de las actuaciones del derecho a la tutela judicial efectiva, previsto tanto en el artículo 17, como en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de ahí que sea aplicable la tesis de rubro: “ACTOS DENTRO DE JUICIO. CUANDO AFECTAN UN DERECHO HUMANO PUEDEN SER COMBATIDOS EN AMPARO INDIRECTO O EN EL AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA, INAPLICACIÓN DE LA DOCTRINA DE LA PRECLUSIÓN PROCESAL.”, lo que coincide con lo ocurrido dentro del juicio de nulidad de juicio concluido por proceso fraudulento y simulado por colusión de litigantes **********, en donde se declaró prescrita la acción, de ahí que en el amparo contra la sentencia se precisaran todos los elementos no tomados en cuenta por la autoridad, incluso se puede advertir que el Colegiado tampoco los tomó en cuenta, no obstante lo establecido en la tesis de referencia.
· De ahí que sea importante y trascendente respecto de los juicios de nulidad de juicio concluido por proceso fraudulento y simulado, lo incuestionable que resulta, la existencia de un verdadero y auténtico fraude procesal, a fin de proteger los Derechos Humanos.

QUINTO. Estudio del fondo. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, considera que el presente recurso de reclamación resulta infundado.

Previo a exponer las razones en que se sustenta esta conclusión, cabe señalar que el recurso de reclamación tiene por objeto el estudio de legalidad de los acuerdos de trámite dictados por los Presidentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito y, por tanto, los agravios que se hagan valer deberán estar encaminados a evidenciar su irregularidad. A fin de lograr una mejor comprensión respecto a la consideración anterior, resulta conveniente la cita de la siguiente jurisprudencia de esta Primera Sala:

“RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU MATERIA DE ESTUDIO. Del artículo 104, párrafo primero, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, se infiere que la materia del recurso de reclamación se limita a analizar la legalidad del acuerdo de trámite dictado por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por los Presidentes de sus Salas o por los de los tribunales colegiados de circuito. En esa virtud, los agravios que se hagan valer en el escrito relativo deben circunscribirse sólo a combatir la resolución recurrida, sin que puedan abordar aspectos ajenos a dicha cuestión, en cuyo caso deberán declararse inoperantes.”

Bajo esta tesitura, resultan infundados los argumentos en los cuales los recurrentes aducen que existía una cuestión de constitucionalidad en el asunto ya que se vincula con la figura del fraude procesal, además de que tienen el carácter de víctimas y que los tribunales se han abstenido de realizar un análisis verdadero y profundo del asunto, debido a que se determinó indebidamente la prescripción de la acción de nulidad de juicio concluido, de esta manera debe ser procedente el recurso a efecto de respetar el control difuso, principio pro actione y pro homine, así como el artículo 17 constitucional y el 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

De la simple lectura de las razones en donde sostiene la existencia de una cuestión de constitucionalidad, se advierte claramente que no se acredita lo anterior; esto, pues los motivos en que descansan los agravios, versan sobre la decisión de declarar la prescripción en el procedimiento de nulidad de juicio concluido, lo que estima indebido por considerar que está debidamente acreditado el fraude procesal.

Estas afirmaciones no se refieren a una confrontación de una norma general con una disposición constitucional o convencional, ni con la interpretación directa de un precepto de esta jerarquía, en cuanto que no se desentrañan ni solicitan desentrañar el alcance y sentido de una norma de ese nivel. Por el contrario, su reclamo deriva, en todo momento, de la apreciación de los hechos en el caso concreto y la decisión de la autoridad.

No obsta que los recurrentes se refieran al control difuso, principio pro actione y pro homine, así como el artículo 17 constitucional y el 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues tanto la citada Convención, como el sistema legal mexicano, en los artículos 14 y 17 constitucionales, establecen que la administración de justicia se impartirá en los plazos y términos que fijen las leyes y con arreglo, precisamente, a las formalidades esenciales del procedimiento previstas en las leyes expedidas con anterioridad al hecho.
De ahí que no por el hecho que exista la obligación de proteger los derechos humanos, se lleve a desatender los supuestos y formalidades establecidos para su defensa, como lo ha interpretado esta Primera Sala en la siguiente tesis:

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 83, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE AMPARO, NO VULNERA EL DERECHO A UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83, fracción V, 84, fracción II, 89, último párrafo, 90, último párrafo, y 93 de la Ley de Amparo; 10, fracción III y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se advierten los supuestos en los que procede analizar, por medio del recurso de revisión, las sentencias emitidas en amparo directo. Por su parte, el numeral 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece el derecho de toda persona a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. Consecuentemente, el artículo 83, fracción V, de la Ley de Amparo, al condicionar los supuestos de procedencia del recurso de revisión contra las resoluciones que en amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución, no vulnera el derecho a un recurso judicial efectivo previsto en el referido numeral 25, toda vez que éste no tiene una condición de autoaplicabilidad, al no ser en sí mismo el fundamento de la procedencia del recurso de revisión sino que únicamente establece un principio general, cuyas posibilidades habrán de articularse a partir de su desarrollo en el sistema legal, en el que se garantizará su decisión a cargo de la autoridad competente; de ahí que la propia Convención establece una condición de reserva del sistema legal del Estado Mexicano, concordante, en este caso, con los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a los cuales, la administración de justicia se impartirá en los plazos y términos que fijen las leyes y con arreglo, precisamente, a las formalidades esenciales del procedimiento previstas en las leyes expedidas con anterioridad al hecho.”

Así, a pesar de que la parte recurrente indique que no se atendió a la tesis aislada de un tribunal colegiado de rubro: “ACTOS DENTRO DE JUICIO. CUANDO AFECTAN UN DERECHO HUMANO PUEDEN SER COMBATIDOS EN AMPARO INDIRECTO O EN EL AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA, INAPLICACIÓN DE LA DOCTRINA DE LA PRECLUSIÓN PROCESAL.”; lo cierto es que, en primer lugar, se trata de un criterio emitido por un órgano inferior que no tiene obligatoriedad alguna para este Alto Tribunal, pero además, no es aplicable en relación con la procedencia del recurso de revisión en amparo directo, respecto del cual deben cumplirse los requisitos previstos en el artículo 107, fracción IX, constitucional pues, como ya quedó indicado, los argumentos vinculados al criterio invocado, no califican como una cuestión de constitucionalidad.
Bajo tales consideraciones, se estiman inoperantes los agravios en los que indican que el asunto reúne los requisitos de importancia y trascendencia a la fracción IX del artículo 107 constitucional pues previamente debe acreditarse la existencia de una cuestión de constitucionalidad.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 
PRIMERO. Es infundado el recurso de reclamación 283/2019 a que este toca se refiere.
SEGUNDO. Se confirma el acuerdo de quince de enero de dos mil diecinueve, dictado por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo en revisión **********.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos al lugar de procedencia y, en su oportunidad, archívese este expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Juan Luis González Alcántara Carrancá.
Firman el Ministro Presidente de la Primera Sala y el Ministro Ponente con la Secretaria de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA
MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ

PONENTE

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO

SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA

En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que se encuentra en esos supuestos normativos.
� Cuaderno del amparo directo en revisión **********. Fojas 20 a 22.


� Ibídem. Foja 26.


� Cuaderno del recurso de reclamación **********. Fojas 2 a 7.


� Jurisprudencia: 1a./J. 68/2014 (10a.), Primera Sala, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Página: 457, No. de Registro: 2007787.


� Época: Décima Época. Registro: 2002907. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a. XLVII/2013 (10a.). Página: 843.
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